
 

 

RAZÓN DE LAS CONTESTACIONES A LAS IMPUGNACIONES 

CIUDADANAS 

RAZÓN.- En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 50 de la Codificación del 
Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, y una vez 
revisada la información remitida por la Secretaría General del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social mediante Memorando Nro. CPCCS-SG-
2026-1236-M, de 09 de septiembre de 2026, se deja constancia de que, dentro del 
término establecido para la presentación de las contestaciones a las 
impugnaciones ciudadanas, se registraron 39 contestaciones correspondientes a 
24 postulantes, conforme al reporte consolidado remitido por la Secretaría 
General. 

De la revisión individualizada del referido reporte, se establece el siguiente detalle, 
identificando el número de contestaciones registradas para cada postulante: 

1. José Aníbal Cevallos Álvarez: 1 contestación. 

2. Karen Julissa Duque Jironza: 1 contestación. 

3. Mario David Fonseca Vallejo: 1 contestación. 

4. Chistian Ramon Rodriguez Torres: 1 contestación. 

5. Christian Kerlin Ayala Piedra: 1 contestación. 

6. Gabriel Santiago Pereira Gómez: 1 contestación. 

7. Salomón Alejandro Montecé Giler: 1 contestación. 

8. José Luis Robalino Villafuerte: 1 contestación. 

9. Andrea Elizabeth Cazar Villacis: 1 contestación. 

10. Bella Edit Castillo Hidalgo: 1 contestación. 

11. Gina Fernanda Mora Dávalos: 1 contestación. 

12. Rubén Darío Balda Zambrano: 1 contestación. 

13. Patricio Gerardo Haro Aldea: 1 contestación. 

14. Sandra Patricia Morejón Llanos: 1 contestación. 

15. Juan Vicente Guaño Costales: 1 contestación. 

16. Franklin Ernesto Rea Toapanta: 1 contestación. 

17. Tirsa Salomé Gomez Proaño: 1 contestación. 

18. Daniella Lisette Camacho Herold: 6 contestaciónes. 



 

 

19. Walter Samno Macías Fernández: 3 contestaciónes. 

20. Bolívar Augusto Espinoza Astudillo: 2 contestaciónes. 

21. Inés Maritza Romero Estévez: 8 contestaciónes. 

22. Carlos Leonardo Alarcón Argudo: 1 contestación. 

23. Mauricio Javier Aguirre López: 1 contestación. 

24. Gustavo Benítez Alvarez: 1 contestación. 

Asimismo, se deja constancia de que la Secretaría General informó que la 
postulante No. 57 Julia Maritza Villalta García y del postulante No. 138 Luiggi 
Rigoberto Miranda Peralta no registraron el ingreso de documentación relacionada 
con las contestaciones a las impugnaciones ciudadanas ni de sus respectivas 
pruebas de descargo. 

La presente razón se extiende para dejar constancia del resultado del barrido y 
verificación administrativa efectuado respecto de la presentación de 
contestaciones a las impugnaciones ciudadanas, para los fines pertinentes dentro 
del proceso de selección y designación. 

La presente razón es elaborada y suscrita por el Secretario de la Comisión 
Ciudadana de Selección para la Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía 
General del Estado, en ejercicio de las funciones inherentes a la Secretaría de la 
Comisión, dejándose constancia de la información documental recibida y 
verificada para esta etapa del concurso. 

 

 

 

Mgs. David Eduardo Soria Tamayo 
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SEÑORA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN Y 
DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA FISCALÍA GENERAL DEL 

ESTADO

WALTER SAMNO MACÍAS FERNÁNDEZ, postulante al cargo de FISCAL GENERAL 
DEL ESTADO (No. 48), dentro del término estipulado en el articulo 50 del 
REGLAMENTO, comparezco ante Ustedes a fin de dar contestación por escrito a la 
impugnación presentada por el ciudadano HENRY PAÚL GARCÍA SANCHEZ, 

adjuntando además pruebas de descargo en documentos originales o debidamente 
materializados o certificados, en los siguientes términos:

i. Como cuestión previa es preciso recordar que el articulo 46 del REGLAMENTO 
PARA DESIGNACIÓN DE PRIMERA AUTORIDAD DE LA FISCALÍA, estipula:

[...] "Art 46- Causales de impugnación - Cuando se considere que los o las postulantes incurran 
en una o más de las siguientes causales

I. Falta de cumplimiento de requisitos legales;

3. Estar incursos en alguna de las prohibiciones e inhabilidades;
4 Haber omitido información relevante para postular al cargo; y.
5 Haber falsificado o alterado documentos para postular al cargo "

En este mismo contexto, el artículo 47 del mentado instrumento normativo 
refiere:

[...] "Art 47- Requisitos de presentación de las impugnaciones - Las impugnaciones deberán 
presentarse por escrito y deberán contener lo siguiente

I. Nombres y apellidos de la persona natural o representante legal de la organización que 
presenta la impugnación;

2 Copia del documento de identidad de la persona natural o nombramiento del representante 
legal de la organización que presenta la impugnación,

3. Nombres y apellidos del postulante contra quien se dirige la impugnación,

4 Descripción clara de la impugnación y fundamentos de hecho y de derecho que determine 
que el postulante se encuentra inmerso en las causales de impugnación;

5 Documentos probatorios en originales o copias debidamente certificadas; y,

6. Dirección electrónica para recibir notificaciones, fecha, y firma de responsabilidad."

Finalmente, el articulo 50 prevé:

I...] “Art 50 Notificación y ejercicio del derecho de defensa en impugnaciones - Las

a el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social por resolución a la 
apelación de impugnación, serán notificadas a los postulantes impugnados por parte de la
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Comisión Ciudadana de Selección, en el término de un día a partir de la notificación de la 
resolución sobre las apelaciones

A los postulantes impugnados se les notificará con la impugnación admitido a trámite y los 
documentos de respaldo, en los términos previstos en el presente reglamento, las y los 
postulantes impugnados en el término de tres días presentarán por escrito la contestación a la 
impugnación, adjuntando sus pruebas de descargo en documentos originales o debidamente 
materializados o certificados "

En virtud de lo anterior, dejo constancia que he sido notificado con la 
impugnación presentada por el ciudadano HENRY PAÚL GARCÍA SANCHEZ, a 
través de documento sg-2026-1924-ex, el jueves 3 de septiembre de 2026. a 
las 18H46, a través de mi correo electrónico 

ii. Ahora bien, centrándonos en el ámbito de la impugnación presentada por el 
ciudadano HENRY PAÚL GARCÍA SANCHEZ, esta se materializa en un hecho 
concreto:

• La existencia de una denuncia presentada por la ciudadana SILVIA 
MARLENE HERRERA ALBÁN, en contra de los Jueces integrantes de la 

Sala de los Penal de la Corte Nacional de Justicia: Dr. Walter Macías 
Fernández. Dra. Daniela Camocho Herold; y, Dr. Felipe Córdova Ochoa, 
tramitada en el expediente No. DS-0535-SNCS-2023-JH, sustanciada 
en la Subdirección Nacional de Control Disciplinario del Consejo de la 
Judicatura

A su decir, estas actuaciones sustentan su impugnación en la causal de "falta 
de probidad notoria e idoneidad moral", de acuerdo con lo siguiente:

Detalle del Hecho Registrado:

La denunciante SU .VIA MARLENE HERRERA ALBÁN, establece en su denuncia que, desde 
el 1 de febrero del 2023, fecha en la cual se llevó a cabo la Audiencia del Recurso de Casación 
y se dictó resolución Oral por la SALA ESPECIALIZADA DE LO PENA!., PENAL 
MILITAR, PENAL POLICIAL, TRÁNSITO, CORRUPCIÓN Y CRIMEN ORGANIZADO 

DE LA COR LE NACIONAL DE JUSTICIA, a cargo del Juez Ponente Ab. Walter Saturno 
Maclas Fernández, NO HABÍAN EMITIDO LA SENTENCIA ESCRITA, pese a que 

existieron insistencias continuas para que se proceda con la fase de ejecución de la sentencia 
ante el juez, ad-quo en materia de Tránsito. Cabe señalar que la demora incurrida por el Juez 
ponente, hoy concursante impugnado, promovió la laceración de derechos constitucionales 
consagrados en los artículos 75, 76 y 82 de la Constitución de la República, ocasionando un 
retardo injustificado, puesto que transcurrieron diversos meses sin que se haya dictado la 
resolución motivada, actos que son objeto de procesos de control disciplinario conforme lo 
prevé el Código Orgánico de la Función Judicial, razón por la cual, ante la falta de atención y 
despacho presentaron la denuncia ante el Consejo de la Judicatura con el ánimo de requerir las 
correspondientes sanciones.
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iii. Sobre lo anterior es preciso dejar claro algunas cuestiones que desnaturalizan 
la impugnación, en la faceta de la probidad e idoneidad:

• El impugnante en su narrativa deja de un lado la presunción de 
inocencia que tiene todo servidor incluso en el ámbito judicial, respecto 
del control disciplinario.

• Por otra parte, pretende ejercer a través de sus expresiones un control 
disciplinario que no le corresponde, aseverando además que adjunta 
el informe y resolución del expediente No. DS-0535-SNCS-2023-JH. 
emitido por la Subdirección Nacional de Control Disciplinario del 
Consejo de la Judicatura

Esto último resulta falso, debido a que adjunta únicamente el memorando No. 
CJ-DNJ-SNCD-2023-2634-M de 08 de septiembre de 2023, dirigido a la 
Secretaria General del Consejo de la Judicatura por parte del Subdirector 
Nacional de Control Disciplinario de aquella época, cuyo epígrafe y contenido 
se refieren a un "examen de admisibilidad" de la denuncia correspondiente al 
expediente No. DS-0535-SNCS-2023-JH, lo que constituye un "acto de simple 
administración" necesario para que se forme la voluntad administrativa del 
Pleno del Consejo de la Judicatura, órgano disciplinario que de forma exclusiva 
tiene la competencia para poder dar paso al inicio o no de una investigación 
o sumario disciplinario, lo que en el presente caso no ocurrió, y se construye 
esta afirmación de la propia documentación presentada por el impugnante.

Dicho en palabras sencillas, si no se contaba con la voluntad del Pleno del 
Consejo de la Judicatura para aprobar este "informe de admisibilidad" no 
podía ejercerse el Control Disciplinario por parte del Subdirector Nacional, y 
esto queda claro en la parte final del documento cuando este último indica:

Particular que comunico con el fin de que. por su intermedio, se ponga en 
conocimiento de los señores Vocales del Pleno del Consejo de la Judicatura, de 
conformidad con lo establecido en el articulo 7 letra e) del Reglamento para el 
E|ercicio de la Potestad Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para las y los 
Servidores de la Función Judicial.

Atentamente.

Dr Joselito Arguello Saltos
Subdirector Nacional de Control Disciplinario 
Dirección Nacional de Asesoría Jurídica



Todo esto, resulta suficiente para descartar la presunta impugnación; 
pero más allá del escrutinio público y el derecho ciudadano de 
impugnar, resulta sospechoso, que no sea la propia ciudadana 
afectada o su abogado quienes ejerzan esta facultad; sino un tercero 
ajeno a la causa que en teoría desconoce la misma, por la falta de 
connotación, la temporalidad y el territorio que son distintos entre 
ambos.

Adicionalmente, la documentación que reposa en la Subdirección de 
Control Disciplinario del Consejo de la Judicatura carece de 
certificación interna, es decir, podría sospecharse que los propios 
servidores judiciales de dicho departamento estarían filtrando 
información personal y que no es pública aún para los presuntos 
involucrados.

Dejando de un lado todas estas elucubraciones, lo que más llama la 
atención es que el impugnante olvida mencionar que. NO EXISTE 
resolución del órgano administrativo que endilgue SANCIÓN alguna en 
contra del suscrito por estos hechos; y por ningún otro en la época que 
ejerció el cargo de Juez de la Corte Nacional de Justicia y conformó el 
TRIBUNAL DE CASACIÓN en la causa penal No. 17297-2020-02012. y 
en este escenario, si de las actuaciones de aquella época se hubiera 
evidenciado el cometimiento de una conducta disciplinaria, se habría 
sancionado la misma, lo que no ocurrió manteniéndose incólume el 
estado de inocencia.

Contrario de aquello y relevante para dejar sin sustento la 
impugnación, en sesión ordinaria No. 159-2023 de 26 de septiembre de 
2023, el informe contenido en el memorando No. CJ-DNJ-SNCD-2023- 
2634-M de 08 de septiembre de 2023, NO FUE APROBADO, en virtud 
de aquello, el 27 de octubre de 2023 mediante impulso administrativo 
el Subdirector Nacional de Control Disciplinario dispuso el ARCHIVO 
DEL EXPEDIENTE, situación que fue notificada a la denunciante SILVIA 
MARLENE HERREA ALBÁN, pero de eso nada dice el impugnante 
tergiversando los hechos de forma perniciosa, incluso guiando al error 
a la COMISION CIUDADANA DE SELECCIÓN en la aprobación y 
resolución de la impugnación, sin que tenga sustento fáctico ni jurídico.

iv. SOBRE LA IDONEIDAD MORAL

4.1. Es preciso recordar que. el diccionario Panhispánico del Español Jurídico define a 
la idoneidad como "la cualidad de idóneo, adecuado o apropiado para algo" En
este sentido, las competencias y atribuciones están delimitadas en un ámbito 
previsto de forma exclusiva en la Constitución y la ley. conforme el artículo 233 de
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la CRE; y sobre esto último, la idoneidad de una jueza o juez radica en el 
cumplimiento de los principios rectores del derecho, entre los cuales destacan:

CÓDIGO ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL:

Art 4 PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL - Las juezas y jueces, las autoridades 
administrativas y servidoras y servidores de la Función Judicial aplicarán las disposiciones 
constitucionales, sin necesidad que se encuentren desarrolladas en otras normas de menor 
jerarquía En las decisiones no se podrá restringir, menoscabar o inobservar su contenido.

Art 5- PRINCIPIO DE APLICABIUDAD DIRECTA E INMEDIATA DE LA NORMA 
CONSTITUCIONAL.-I as juezas y jueces, las autoridades administrativas y las servidoras y 
servidores de la Función Judicial, aplicarán directamente las normas constitucionales y las previstas 
en los instrumentos internacionales de derechos humanos cuando estas últimas sean más 
favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las partes no las invoquen expresamente.

Art 6 - INTERPRETACIÓN INTEGRAL DE LA NORMA CONSTITUCIONALLas juezas y jueces 
aplicarán la norma constitucional por el tenor que más se ajuste a la Constitución en su integralidad

Art 7- PRINCIPIOS DE LEGALIDAD. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA - La jurisdicción y lo 
competencia nacen de la Constitución y la ley Solo podrán ejercer la potestad jurisdiccional las 
juezas y jueces nombrados de conformidad con sus preceptos, con la intervención directa de 
fiscales y defensores públicos en el ámbito de sus funciones.

Art 8 PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA Las juezas y jueces solo están sometidos en el ejercicio de 
la potestad jurisdiccional a la Constitución, a los instrumentos internacionales de derechos humanos 
y a la ley. Al ejercerla, son independientes incluso frente a los demás órganos de la Función Judicial

Art 9 - PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD.- La actuación de las juezas y jueces de la Función Judicial 
será imparcial, respetando la igualdad ante la ley. En todos los procesos a su cargo, las juezas y 
jueces deberán resolver siempre las pretensiones y excepciones que hayan deducido los litigantes, 
sobre la única base de la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos, los 
instrumentos internacionales ratificados por el Estado, la ley y los elementos probatorios aportados 
por las partes.

Art II - PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD - La potestad jurisdiccional se ejercerá por las juezas y jueces 
en forma especializada, según las diferentes áreas de la competencia. Sin embargo, en lugares con 
escasa población de usuarios o en atención a la carga procesal, una jueza o juez podrá ejercer 
varias o la totalidad de las especializaciones de conformidad con las previsiones de este Código.

Art. 15 - PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD - La administración de justicia es un servicio público que 
debe ser prestado de conformidad con los principios establecidos en la Constitución y la ley.

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR:

Art. 172.- Las juezas y jueces administrarán justicia con sujeción a la Constitución, a los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y a la ley
Las servidoras y servidores judiciales, que incluyen a juezas y jueces, y los otros operadores de 
justicia, aplicarán el principio de la debida diligencia en los procesos de administración de justicia. 
Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, 
negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley

Art. 176.- Los requisitos y procedimientos para designar servidoras y servidores judiciales deberán 
contemplar un concurso de oposición y méritos, impugnación y control social; se propenderá a la 
paridad entre mujeres y hombres.
Con excepción de las juezas y jueces de la Corte Nacional de Justicia, las servidoras y servidores 
judiciales deberán aprobar un curso de formación general y especial, y pasar pruebas teóricas, 
prácticas y psicológicas para su ingreso al servicio judicial

Lo anterior, radicado en el cargo, grado, funciones y especialidad, en este caso el 
de Juez de la Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia, como es el caso del 
suscrito.
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4.2. Ahora bien, en la dimensión del ámbito penal existen etapas diferenciadas, las 
cuales al parecer, el impugnante desconoce totalmente; y esto lo lleva a emitir 
criterios que se alejan de un ejercicio correcto de escrutinio público e impugnación 
ciudadana y por el contrario, solo demuestran una animadversión infundada en 
contra del suscrito postulante.

En el ejercicio de Juez de la Corte Nacional de Justicia; y en materia penal, se ha 
resuelto la causa, conforme las competencias que prevé la ley y la normativa, 
constitucional y legal aplicable al caso, sin que existan deficiencias ni vicios 
motivacionales, recordando al impugnante y la comisión que, en palabras de la 
Corte Constitucional " La garantía de la motivación. (..Jexige que la motivación 
sea suficiente, independientemente de si también es correcta, o sea. al margen 
de si es la mejor argumentación posible conforme al Derecho y conforme a los 
hechos. Es decir, la mencionada garantía exige que la motivación contenga: 
(i) una fundamentación normativa suficiente, sea o no correcta conforme al 
Derecholl; y. di) una fundamentación táctica suficiente, sea o no correcta 
conforme a los hechos. Como esta Corte ha señalado, "[lia garantía de la 
motivación no incluye un derecho al acierto o a la corrección jurídica de las 
resoluciones judiciales" (Sentencia No II58-I7-EP/21)

Prueba de lo anterior, es la existencia de la sentencia notificada en el SATJE. la 
cual, es el fiel reflejo de lo desarrollado en audiencia, además de que se ha 
cumplido con el estándar motivacional previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 
I) de la Constitución de la República del Ecuador.

Pero adicionalmente, la insistencia en su presentación; y, la celeridad de intentar 
que se admita a trámite por parte del Pleno del Consejo de la Judicatura el 08 de 
septiembre de 2023, solo reflejan el escenario fijado en aquella época por Wilman 
Terán Carrillo, ex Presidente del Consejo de la Judicatura y sus ex vocales, 
quienes pretendieron mantenerme destituido del cargo de Juez.

En este contexto, es preciso recordar que me mantuve suspendido y destituido 
del cargo de Juez de la Corte Nacional de Justicia, desde mayo hasta septiembre 
del 2023, sin poder ejercer mis funciones y esto consta en las sentencias 
otorgadas en primer nivel en las causas constitucionales por las cuales regrese a 
cumplir mi periodo, contando además que, la persecución administrativa se 
suscitó desde marzo del mismo año, evidenciando un desgaste sistemático para 
pretender distraerme de mis funciones.

Finalmente no pudo ser consumado el daño en aquella época, ya que como lo 
certifica la Subdirección Nacional de Control Disciplinario, la denuncia no fue 
aprobada por el Pleno para su tramitación y se archivó de forma definitiva.

En la actualidad, se revela que el impugnante guiado por la misma línea de causar 
daño y tergiversar la verdad de lo suscitado con la denuncia y lo resuelto por la
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Subdirección Nacional de Control Disciplinario del Consejo de la Judicatura, ha 
impulsado falsamente una impugnación, desnaturalizando la esencia de la 
misma; y. omitiendo de forma dolosa incluir los documentos completos del 
expediente, que dejan por sentado que NO EXISTIO SANCIÓN ALGUNA Y POR EL 
CONTRARIO LA DENUNCIA FUE ARCHIVADA POR CARECER DE VERACIDAD, sin 
considerar además que, a la época de la supuesta mora en sentencia, fui 
SUSPENDIDO y RESTITUIDO en mis funciones de Juez Nacional; y, posteriormente 
DESTITUIDO Y RESTITUIDO a dicho cargo, por acciones ilegitimas que fueron 
dejadas sin efecto por la Justicia Constitucional, todo lo cual, impidió que en todo 
el año 2023 al ser víctima de persecución por parte del Consejo de la Judicatura, 
pudiera ejercer mis funciones, que incluían la reducción a escrito de la sentencia, 
que una vez reintegrado se notificó y surtió los efectos jurídicos que prevé la 
normativa penal.

Siendo así se desvirtúan los hechos motivos de la impugnación; y, se demuestra 
que EL POSTULANTE HA EJERCIDO CON IDONEIDAD LA JUDICATURA EN LOS 
ÚLTIMOS DIEZ AÑOS.

v. SOBRE LA PROBIDAD NOTORIA

5.1. En sentencia 29-26-IN/26 la Corte Constitucional al referirse a la "probidad 
notoria" con ocasión del proceso de selección de Fiscal General del Estado, indicó:

(..) "42. Lg probidad notoria constituye un estándar cualificado de integridad pública, verificable 
socialmente que exige que la trayectoria de una persona refleje, de manera consistente y 
reconocible, una conducta ética, transparente, y orientada al interés general Este estándar 
constitucional busca, entonces, asegurar que quienes acceden a altas funciones del Estado encarnen 
un compromiso real con los valores democráticos y la defensa del interés público. Asi, cuando la 
Constitución exige un ejercicio profesional con probidad notoria, demanda una trayectoria 
profesional íntegra, coherente, y públicamente reconocida en la que el ejercicio del derecho haya 
estado guiado por la honestidad, la lealtad procesal, la independencia frente a intereses 
indebidos, y la responsabilidad social de la función jurídica

43. En términos materiales, la probidad notoria no se trata de un requisito vacío, arbitrario, o de mera 
moralidad subjetiva, sino que compone un estándar que articula lo jurídico con lo ético y lo político, 
y es sometible a mecanismos objetivos de verificación En el plano jurídico, la probidad se traduce 
en la aptitud legal del postulante para acceder al cargo, acreditabie a través, por ejemplo, de la 
inexistencia de sanciones disciplinarias, glosas, deudas alimenticias, o procesos judiciales que 
cuestionen su conducta externa frente al Estado En el plano ético, el estándar se desplaza de la 
esfera privada hacia la deontología profesional, evaluando la conducta sostenida en el tiempo, 
respecto a la lealtad procesal, la transparencia, la ausencia de actos que. de forma 
documentada, evidencien un ejercicio abusivo o fraudulento del derecho, entre otros Y, 
finalmente, en lo político, la probidad asegura la confianza ciudadana y legitimidad institucional 
mediante la verificación de la independencia del candidato frente a intereses tácticos o 
partidistas

44. Adicionalmente, la probidad dentro de Ja función judicial —a la cual pertenece el fiscal general 
del Estado— hace parte de sus principios rectores, tal como lo prescribe el artículo 21 del COFJ. 
Conforme dicha disposición, la función judicial “tiene la misión sustancial de conservar y 
recuperar la paz social; garantizar la ética laica y social como sustento del quehacer público y el
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ordenamiento jurídico, y. lograr la plena eficacia y acatamiento del ordenamiento jurídico 
vigente". En tal sentido, la probidad se materializa cuando toda “servidora y servidor de la 
Función Judicial en el desempeño de sus funciones observará una conducta diligente, recta, 
honrada e imparcial". De modo que. cuando un abogado falta a este principio, no solo

En este contexto, en PRIMER LUGAR, se ha dilucidado que NO EXISTE un desvío de poder 
ni OMISIÓN en el ejercicio del cargo de JUEZ DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA, 
dentro de la causa penal No. 17297-2020-02012 que se sustanció por recurso 
extraordinario de casación, en la cual, se acató el ORDENAMIENTO JURÍDICO VIGENTE; 
existen justificadas mis intervenciones en el proceso penal referido, conforme ha sido 
explicado en el romano IV de esta comparecencia.

Adicionalmente, durante el periodo que ejercí tal Magistratura, esto es. en el periodo 
comprendido entre el 03 de febrero de 2021 y 02 d febrero de 2024; no FUI SANCIONADO 
POR NINGUNA FALTA DISCIPLINARIA, lo que consta en mi expediente de postulación, en 
razón de estas circunstancias, resulta verificable que gozo de una trayectoria profesional 
íntegra, coherente, y públicamente reconocida, en la que el ejercicio del derecho ha 
estado guiado por la honestidad, la lealtad procesal, la independencia frente a intereses 
indebidos, y la responsabilidad social de la función jurídica; así tampoco, existen procesos 
judiciales que cuestionen mi conducta externa frente al Estado.

Contrario a lo indicado por el impugnante, mi lucha incansable por la Independencia 
Judicial ha sido reconocida en el proceso penal No. 17721-2023-00025G, por el delito de 
obstrucción a la justicia; y este es un referente del ámbito de PROBIDAD NOTORI A que ha 
sido reconocida a mi favor por el país.

Siendo así se desvirtúan los hechos motivos de la impugnación; y, se demuestra que EL 
POSTULANTE GOZA DE PROBIDAD NOTORIA DENTRO DE LOS ÚLTIMOS DIEZ AÑOS.

vi. Con los antecedentes expuestos, solicito se RECFtAZE la impugnación y se 
ARCVHIVE la misma luego de que se sustancie el trámite previsto en el 
reglamento previamente establecido

vii. Adjunto los siguientes documentos que afianzan mis descargos de la 
impugnación:

• Oficio-CJ-DNJ-SNCD-2026-0464-0F de 04 de septiembre de 2026, suscrito 
por lo Msc. María José Moncayo Villavícencio. Secretaria de la Subdirección 
Nacional de Control Disciplinario del Consejo de la Judicatura, documento 
que ha sido materializado ante Notario Público, en el se CERTIFICAN las 
actuaciones ejecutadas en el expediente disciplinario DS-0535-SDNC-2023-

de la Judicatura, siendo ARCHIVADA por el Subdirector Nacional de Control 
Disciplinario de aquella época, todo lo cual, fue notificado a la denunciante.

8



• Un Disco Compacto, dentro del cual consta en copias electrónicas del 
expediente disciplinario DS-0535-SDNC-2023-JH, con certificación digital de 
la Msc. Mario José Moncayo Villavicencio. Secretaria de la Subdirección 
Nacional de Control Disciplinario del Consejo de la Judicatura, certificadas 
con firma electrónica de la mentada servidora

• Memorando Nro 1I7-M-UATH-CNJ-2026, suscrito por la Abg. Silvia Paola 
Aguilar Merino. Jefe de la Unidad de Talento Humano (e), quien certifica, las 
fechas de suspensión y reintegro a mis funciones; asi también, de destitución 
y reintegro a mis funciones, en el cargo de Juez Nacional, anexando las 
respectivas acciones de personal certificadas de dichos actos 
administrativos

Como una cuestión adicional, es preciso recordar a la COMISION CIUDADANA DE 
SELECCIÓN que, el artículo 584 del Código Orgánico Integral Penal determina:

[...] "Art. 584 - Reserva de la investigación.Las actuaciones de la Fiscalía, de la o el 
juzgador, del personal del Sistema especializado integral de investigación, 
medicina legal y ciencias forenses, la Policía Nacional, y de otras instituciones que 
intervienen en la investigación previa, se mantendrán en reserva, sin perjuicio del 
derecho de la víctima y de las personas a las cuales se investiga y de sus 
abogados a tener acceso inmediato, efectivo y suficiente a las investigaciones, 
cuando lo soliciten"

Disposición que se conecta con lo previsto en el articulo 180 del mismo cuerpo 
legal que estipula:

"Art 180 - Difusión de información de circulación restringida - La persona que 
difunda información decirculación restringida será sancionada con pena privativa 
de libertad de uno a tres años.

Es información do circulación restringida

1 La información que está protegida expresamente con una cláusula de 
reserva previamente prevista en la ley
2 La información producida por la Fiscalía en el marco de una investigación 
previa
3 La información acerca de las niñas, niños y adolescentes que viole sus derechos 
según lo previsto en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia."

En virtud de lo anterior, si bien es cierto estoy promoviendo mi derecho a la defensa en esta 
fase de impugnación. LA COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN, adoptará las medidas 

pertinentes a fin de que no se exponga, circule, difunda, exponga o divulgue, aquella 
documentación que conforme lo determina la normativa penal, es de circulación restringida, 
caso contrario el suscrito deslinda cualquier responsabilidad de carácter penal, la cual, se 
desplazará al sujeto activo que incurra en las conductas advertidas y descritas en la presente 
comparecencia

9



viii. Autorizo para la intervención y mi representación en esta fase, tanto de forma 
escrita como en audiencia a mi procurador judicial al Dr. David Álvarez 
Pazmiño, profesional del derecho que firma de manera conjunta la presente
confi parecencia

\
Las notificaciones las Ngeguiré recibiendo en la dirección el' 
postulación. ' ' 1

.

. IQ )£s D7-Í { C0
CONSEJO DE PARTICIPACION CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL / 
Tclífono(s):3957210
Documento No.: CPCCS-SG-2026-2334-EX
Fecha: 2026-09-08 12:42:03 GMT -05
Recibido por: Mario Andrés Gutiérrez Avalos
Para verificar el eslado de su documento ingrese a: 
https://www.gcstiondocumental.gob.ee 
con el usuario; 1710534064
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SOLICITUD PARA LA MATERIALIZACIÓN DE DOCUMENTOS
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Fecha:
alfalfad

Asesor: ni)

SEÑOR NOTARIO:

Nombre Completo: 7, r S\f \ ( ¡ ,
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Número de Identificación:

Jl rCalidad en la que comparece: £
Correo 

vigente, solicito se sirva MATERIALIZAR y conferir copias 

certificadas físicas del documento electrónico original que se encuentre en el siguiente correo, página 

web o archivo electrónico:

En la calidad en la que comparezco declaro libremente lo siguiente:

1. Solicito se agregue a esta petición mi documento de identificación autorizando el tratamiento de mis 

datos personales manifestando que tengo el derecho de pedir la reproducción solicitada.

2. Asumo la responsabilidad por la reproducción señalando que la información es auténtica y no ha sido 

manipulada.

3. Que la reproducción que solicito no contraviene norma legal, que es información pública y/o tengo el 

acceso correspondiente y no me encuentro impedido en solicitarla.

4. Para el cumplimiento de las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias sobre la 

protección de datos personales que manifiesto conocer, dejo constancia que la certificación otorgada 

será utilizada en:

CCS

5. Declaro que conozco que la responsabilidad del mal uso o del uso inadecuado de este instrumento es 

del peticionario y/o de quienes son destinatarios, tenedores o poseedores, conforme a la Ley Orgánica 

de Protección de Datos Personales y más normas legales
6. De ser el caso, recibiré las eo electrónico indicado.
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Outlook

Re: PETICION DE INFORMACION Y DOCUMENTACION - URGENTE

Desde Maria Moncay
Fecha Vie 4/9/2026 12:10

Para walter rnacias fernandez

CC Luis Enrique Mejia Lópe

I 2 archivos adjuntos (4 MB)

CJ-DNJ-SNCD-2026-0464-OF.pdf; DS-0535-SNCD-2023-JH.pdf,

Estimados doctor,

En atención a su requerimiento, adjunto al presente me permito remitir el anexo y el oficio No. CJ-DNJ- 
SNCD-2026-0464-OF (TR: CJ-EXT-2026-14007) de 04 de septiembre de 2026, para su conocimiento y fines 
pertinentes.

Atentamente,

Mgtr. María José Moncayo V.
Secretaria Encargada SNCD

El jue, 3 sept 2026 a la(s) 12:43p.m., walter rnacias fernande escribió:
Buen día estimados, adjunto a la presente una petición en formato PDF y con firma electrónica, con el 
carácter de URGENTE.

Saludos Cordiales

Ñola de descargo: I .a información contenida en es te correo electrónico y cualquier archivo adjunto es confidencial y solo puede ser utilizada por la 

persona a la cual está dirigido. Esta información es de carácter provisional y refereueial. a menos que expresamente se manifieste lo contrario y no 

puede ser distribuida ni copiada total o parcialmente por ningún medio sin la autorización expresa de Consejo de lo Judicatura.

Consejo de la Judicatura, no asume responsabilidad sobre opiniones contenidas en este correo electrónico.

Disclainier: The inlórtnation contained in this e-tnail or any attached file is confldeutial and intended onlv fot the use of the person to which it is 

addressed. litis information is considered provisional and refercntial, unless exprcssly stated olherwise, and it cannot be distributed ñor copied by 

any tncans, in whole or in part, witliout the express autliori/ation from Consejo de la Judicatura.

Consejo de la Judicatura, does not ¡tssume any responsibility for the npmtotis contained lierein.





Oficio-CJ-DNJ-SNCD-2026-0464-OF TR: CJ-EXT-2026-14007

Quito D.M., viernes 04 de septiembre de 2026

Asunto: Información respecto al expediente No. DS-0535-SNCD-2023-JH

Abogado
Walter Samno Macias Fernandez 
Ciudad.-

En atención a su escrito de 03 de septiembre de 2026, remitido a esta Subdirección 
Nacional de Control Disciplinario mediante bitácora del sistema SIGED el día de hoy, por 
medio del presente me permito informar lo siguiente:

Revisado el sistema SATJE QUEJAS consta el expediente disciplinario No. DS-0535- 
SNCD-2023-JH, y de la revisión del expediente físico de fojas 24 a 27 consta el escrito 
presentando por la ciudadana Silvia Marlene Flerrera Albán, en el cual denunció al 
magíster Walter Samno Macias Fernández, doctora Daniella Lisette Camacho Herold y 
doctor Felipe Esteban Cordova Ochoa por sus actuaciones como Jueces de la Sala 
Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen 
Organizado, por sus actuaciones en el juicio penal de tránsito No. 17297-2020-02012.

De fojas 33 a 36 consta el memorando No. CJ-DNJ-SNCD-2023-2634-M (TR CJ-EXT- 
2023-11878) de 08 de septiembre de 2023, mediante el cual el doctor Joselito Arguello 
Saltos, Subdirector Nacional de Control Disciplinario, remitió a la Secretaría General el 
examen de admisibilidad de la denuncia del expediente No. DS-0535-SNCD-2023-JH.

A foja 39 consta el memorando No. CJ-SG-2023-1869-M (TR: CJ-EXT-2023-11878) de 26 
de septiembre de 2023, mediante el cual la magíster Mayra Lorena Morales Carrasco, 
Secretaria General del Consejo de la Judicatura dio a conocer lo siguiente: “(...) en sesión 
ordinaria No. 159-2023, de 26 de septiembre de 2023, el Pleno del Consejo de la 
Judicatura, conoció el Memorando CJ-DNJ-SNCD-2023-2634-M, de 8 de septiembre de 
2023, suscrito por su autoridad en calidad de Subdirector Nacional de Control 
Disciplinario, y en tal sentido, en aplicación de la disposición reglamentaria contenida en 
el segundo inciso del artículo 16 del Reglamento de Sesiones del Pleno, que dispone que 
'Si la resolución obtiene mayoría de votos afirmativos, se proclamará aprobada, caso 
contrario se proclamará no aprobada', la moción presentada por el vocal Xavier Muñoz,

CONSEJO DE LA JUDICATURA - PLANTA CENTRAL
Av 12 de Octubre N24-563 y Francisco Salazar
(02) 3953600
ww >í/. fundonjudicial.gob.ee
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en relación con acoger la recomendación del informe emitido no fue aprobada, al obtener 
la siguiente votación: un (1) voto afirmativo, dos (2) votos negativos y una (1) abstención. 
(■■■)”■

A foja 41 consta el auto de 27 de septiembre de 2023, las 16h40, suscrito por el doctor 
Joselito Arguello Saltos, Subdirector Nacional de Control Disciplinario, en el cual señala lo 
siguiente: En virtud de lo que establece el literal e) del artículo 7 del Reglamento
para el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para las y los 
Servidores de la Función Judicial, respecto a que es atribución del Pleno del Consejo de 
la Judicatura: '(...) Disponer a la o el Subdirector Nacional de Control Disciplinario o a las 
o los Directores Provinciales, la investigación de los hechos que presumiblemente 
constituyan infracción disciplinaria o el inicio del sumario disciplinario, según corresponda, 
excepto en las faltas tipificadas en el artículo 109 numeral 7 del Código Orgánico de la 
Función Judicial; y, (...)' y por cuanto el Pleno del Consejo de la Judicatura en sesión 
ordinaria No. 159-2023, de 26 de septiembre de 2023 no aprobó ‘la moción presentada 
por el vocal Xavier Muñoz, en relación con acoger la recomendación del informe emitido’; 
se dispone el archivo del presente expediente disciplinario". En el mencionado auto 
consta la razón de notificación del auto realizada el mismo día en la casilla 1719 y correo 
electrónico  perteneciente a la denunciante ciudadana Silvia 
Marlene Herrera Albán.

Es preciso señalar que no se realiza la notificación a los servidores denunciados por 
cuanto se trata de una denuncia que fue archivada y por tanto no se dio inicio a sumario 
disciplinario alguno.

Adjunto al presente documento se remiten copias certificadas con firma digital del 
expediente No. DS-0535-SNCD-2023-JH.

Atentamente,

MSc. María José Moncayo Villavicencio
Secretaria de la Subdirección Nacional de Control Disciplinario, Encargada 

Dirección Nacional de Asesoría Jurídica

CONSEJO DE LA JUDICATURA - PLANTA CENTRAL
Av. 12 de Octubre N24-563 y Francisco Salazar
(02) 3953600
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Factura: 002-003-000095861 20261701008C02015

CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS MATERIALIZADOS DESDE PÁGINA WEB O DE CUALQUIER SOPORTE
ELECTRÓNICO N° 20261701008C02015

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 4 foja(s) útil(es) fue 

materializado a petición del señor (a) WALTER SAMNO MACIAS FERNANDEZ, de la página web y/o soporte electrónico, 

Correo electrónico  para: el día de hoy 7 DE 

SEPTIEMBRE DEL 2026, a las 15:48, todo lo cual certifico amparado en las atribuciones que me otorga la Ley Notarial. Para 

constancia, copia física del documento materializado queda archivado en el libro de Certificaciones. SE MATERIALIZA EL 

ARCHIVO, CJ-DNJ-SNCD-2026-0464-OF.PDF; (4 MB), SE HAN VALIDADO SATISFACTORIAMENTE LAS FIRMAS 

ELECTRÓNICAS. CONFORME EL ART. 3. DE LA LEY DE COMERCIO ELECTRÓNICO, FIRMAS ELECTRÓNICAS Y 

MENSAJES DE DATOS. LA VERACIDAD DEL ADJUNTO ES RESPONSABILIDAD DEL PETICIONARIO. La veracidad de su 

contenido y el uso adecuado del(los) documento(s) certificado(s) es (son) de responsabilidad exclusiva de la(s) persona(s) que 

lo(s) utlliza(n).

QUITO, a 7 DE SEPTIEMBRE DEL 2026, (15:48)

FIEL COPIA DE DOCUMENTOS EXHIBIDOS EN ORIGINAL N° 20261701008C02015

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial, doy fe que la(s) fotocopia(s) que antecede(n) es (son) igual 

(es) al(los) documento(s) original(es) que corresponde(n) a CÉDULA DE CIUDADANIA y que me fue exhibido en 1 foja(s) útil 

(es). Una vez practicada(s) la certificación(es) se devuelve el(los) documento(s) en 1 foja(s), conservando una copia de ellas 

en el Libro de Certificaciones. M.V. REPRODUCIDO, A PETICIÓN EXPRESA DE MACIAS FERNANDEZ WALTER SAMNO 

CON CC. 1310073943 - (1X1) La veracidad de su contenido y el uso adecuado del (los) documento(s) certificado(s) es de 

responsabilidad exclusiva de la(s) persona(s) que lo(s) utiliza(n).

QUITO, a 7 DE SEPTIEMBRE DEL 2026, (15:48).



MEMORANDO NRO. 117-M-UATH-CNJ-2026

PARA: Dr. Marco Rodríguez Ruiz

Presidente (E) de la Corte Nacional de Justicia 

DE: Abg. Silvia Paola Aguilar Merino

Jefa de la Unidad Administrativa y Talento Humano (E)

FECHA: 04 ríe septiembre de 2026

ASUNTO: Contestación a requerimiento de información - Petición Mgtr. Walter Samno
Macías Fernández (Oficio No. 1736-MRR-P-CNJ-2026).

± CORTE NACIONAL DE

JUSTICIA
UNIDAD ADMINISTRATIVA Y TALENTO HUMANO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

En atención al Oficio No. 1736-MRR-P-CNJ-2026, de 04 de septiembre de 2026. mediante el 
cual su autoridad remite la petición formulada por el Mgtr. Walter Samno Macías Fernández y 
solicita que se remita la información correspondiente al numeral 2 de dicho documento, me 
permito informar a usted lo siguiente, en el marco de las competencias de esta Unidad 
Administrativa y de Talento Humano:

Una vez revisados los registros físicos y digitales que reposan en esta dependencia, relacionados 
con la situación laboral del Mgtr. Walter Samno Macías Fernández, se detalla a continuación la 
información correspondiente a los puntos 2.1, 2.2 y 2.3 de su petición:

1. Punto 2.1 (Primera Suspensión y Primer Reintegro):

De conformidad con los registros institucionales, el primer período de separación del cargo se 
encuentra respaldado por las siguientes acciones de personal:

• Suspensión: Mediante Acción de Personal Nro. I419-DNTH-2023-JT de fecha 1 I de 
mayo de 2023, se registró la Suspensión sin Remuneración por un plazo máximo de tres 
(3) meses, dando cumplimiento a la medida preventiva dictada por el Pleno del Consejo 
de la Judicatura.

« Reintegro: Posteriormente, mediante Acción de Personal Nro. 1818-DNTH-2023-JT
de fecha 30 de junio de 2023, se procedió al Reintegro del servidor a su cargo de Juez 
Nacional, en cumplimiento a la sentencia de acción de protección No. 17230-2023- 
I 1858.

2. Sobre el Punto 2.2 (Segunda Suspensión/Destitución y Segundo Reintegro):

Respecto del segundo período de separación del cargo, en los registros institucionales constan los 
siguientes documentos administrativos:



^ CORTE NACIONAL DE

JUSTICIA

Destitución: Mediante Acción de Personal Nro. 24I2-DNTH-2023-A(; de fecha 19 de agosto 
de 2023, se registró la Destitución del cargo impuesta por el Pleno del Consejo de la Judicatura 
(Expediente Disciplinario No. DS-0299-SNCD-2023-JH).

® Reintegro: Seguidamente, mediante Acción de Personal Nro. 2680-DNTII-2023-J(;
de fecha 15 de septiembre de 2023, se efectuó el Reintegro a su cargo como Juez de la 
Corte Nacional de Justicia, en acatamiento a la sentencia de acción de protección No. 
17203-2023-04360.

3. Sobre el Punto 2.3 (Listado de Conjueces Reemplazantes durante los periodos de 
suspensión): Respecto de la información solicitada en este punto, se adjunta al presente 
memorando la certificación emitida por esta Unidad, en la cual se detalla, de manera cronológica, 
tabulada y pormenorizada, la información relacionada con las Acciones de Personal emitidas 
durante los períodos de ausencia del titular, los conjueces designados como reemplazantes, las 
fechas correspondientes a sus encargos y las respectivas observaciones.

La certificación adjunta incluye, además, las convalidaciones y enmiendas efectuadas como 
consecuencia de rectificaciones operativas registradas en la documentación institucional.

En virtud de lo expuesto, y sobre la base de la información que consta en los archivos físicos y 
digitales de esta dependencia, se remite la documentación e información requerida, para los fines 
institucionales y legales pertinentes.

Particular que comunico para los fines correspondientes, dando cumplimiento oportuno a la 
disposición contenida en el Oficio No. 1736-MRR-P-CNJ-2026, dentro del plazo establecido.

Con sentimientos de distinguida consideración.

UNIDAD ADMINISTRATIVA Y TALENTO HUMANO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

Copias certificadas de las Acciones de Personal Nros. 1419. 1818, 2412 y 2680



Quien suscribe, Abg. Silvia Paola Aguilar Merino, en mi calidad de Jefa de la Unidad 
Administrativa y Talento Humano (E) de la Corte Nacional de Justicia, en atención al 
requerimiento planteado y una vez revisados los archivos físicos y digitales que reposan en esta 
dependencia:

>, ^ CORTE NACIONAL DE

JUSTICIA
UNIDAD ADMINISTRATIVA Y TALENTO HUMANO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

CERTIFICA:

Que, en relación con la situación laboral y la designación de conjueces reemplazantes para el 
despacho del Mgtr. Walter Samno Macías Fernández, en su calidad de Juez de la Sala 
Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen 
Organizado de la Corte Nacional de Justicia, se han emitido las siguientes Acciones de Personal, 
correspondientes a los dos períodos de suspensión identificados:

Primer Período de Suspensión (Del 11 de mayo al 30 de junio de 2023)

Acción de Personal Conjuez Reemplazante Fecha de Encargo / Vigencia Observaciones

483-11AITI-2023- 
OQ

Dr. Lauro Javier De La 
Cadena Correa

Del 12 al 21 de mayo de 
2023

Modificada
posteriormente por la 
enmienda de la Acción 
592.

592-11 ATI 1-2023- 
.IV

Dr. Lauro Javier De La 
Cadena Correa

Del 12 al 18 de mayo 
(14h45) y del 19 al 21 de 
mayo de 2023

ENMIENDA parcial a la 
Acción 483.

577-1! AITI-2023- 
JV

Dr. Lauro Javier De La 
Cadena Correa

Del 12 al 21 de mayo de
2023

Convalida y legaliza el 
reemplazo temporal por 
suspensión.

566-lIA I I1-2023- 
OQ

Dr. Fernando Antonio 
Cohn Zurita

Del 22 al 26 de mayo de 
2023

Encargo por licencia con 
remuneración del titular 
que recae en este 
periodo.

603-UATH-2023-
JV

Dra. Hipatia Susana Ortiz 
Vargas

26 de mayo de 2023 
(OShOOa I4h30)

Autoriza reemplazo por 
suspensión.

604-U ATI 1-2023- 
JV

Dr. Julio Enrique Arrieta 
Escobar

26 de mayo de 2023 
(Desde las 14h31)

Convalida reemplazo por 
suspensión.

586-1) ATI 1-2023- 
JV

Dr. Lauro Javier De La 
Cadena Correa

Del 27 de mayo al 10 de 
agosto de 2023

Exceptúa desde las
13h30 a 15h55 del 30 de 
mayo. Cubre el resto de 
la primera suspensión.

789-1) ATI 1-2023- 
JV

Dr. Carlos Vinicio Pazos 
Medina

Del 23 al 30 de junio de 
2023

Exceptúa ciertos rangos 
de horas los días 26, 28 y 
30 de junio.

A* Anuo» N.1M01 y Umita Nkuo iI «k (Vtnduut 
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Segundo Período de Suspensión (Del 19 de agosto al 15 de septiembre de 2023) por 
destitución.

A ^ CORTE NACIONAL DE

JUSTICIA
UNIDAD ADMINISTRATIVA Y TALENTO HUMANO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

Acción de
Personal Conjuez Reemplazante Fecha de Encargo / 

Vigencia Observaciones

1206-UATH-
2023-OQ

Dra. Mercedes Johanna 
Caicedo Aldaz 22 de agosto de 2023

Da por terminado un 
encargo anterior (de feh. 
2022) a la Dra. Mercedes 
Caicedo para preparar su 
nuevo reemplazo.

1207-UATIJ-
2023-OQ

Dra. Mercedes Johanna 
Caicedo Aldaz

A partir del 23 de agosto 
de 2023

Asume reemplazo
definitivo por la
resolución de destitución 
inicial. Modificada por la 
Acción 1370.

1370-UATH-
2023-JV

Dra. Mercedes Johanna 
Caicedo Aldaz

Del 23 de agosto de 2023 
hasta el 15 de septiembre 
de 2023 (16h05)

ENMIENDA a la Acción 
1207. Deja sin efecto el 
encargo exactamente en 
la fecha del reintegro de 
Walter Macías.

Es todo cuanto puedo certificar, en honor a la verdad y de conformidad con los registros físicos y 
digitales que reposan en esta Unidad, documentos a los cuales me remito en caso de ser necesario.

La presente certificación se extiende a petición de parte, para los fines legales e institucionales 
pertinentes.

Quito, 04 de septiembre de 2026

Elaborado por: Ornar Quelal
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ACCIÓN
DE

REPÚBLICA DEL ECUADOR
FUNCIÓN JUDICIA

CONSEJO DE LA JUDICATURA

Nro. 1419-DNTH-2023-JT
Fecha 11/may/2023

1

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

2 Nro

Fecha
3
MACIAS FERNANDEZ WALTER SAMNO

Apellidos Nombre

4
Rige A Partir De 11/may/2023 
Rige Hasta 11/ago/2023

5 Cédula de
Indent. 

6 Cédula
Militar

7 Certificado de
Votación 

8 Tipo Acción de Persona Suspensión sin Remuneración

9 Explicación

Dando cumplimiento a lo resuelto por el Pleno del Consejo de la Judicatura dentro de la MEDIDA PREVENTIVA DE 
c| ISPENSIÓN No. PCJ-MPS-014-2023, de fecha 11 de mayo de 2023, la cual en su parte pertinente resuelve, "5.1 De 

..ormidad con lo dispuesto en el articulo 269 número 5 del Código Orgánico de la Función Judicial y el número 6 de la 
decisión emitida en la Sentencia No. 10-09-IN y acumulados/22, emitir la medida preventiva de suspensión en contra del 
servidor judicial Walter Samno Macías Fernández, por sus actuaciones como Juez de la Sala Especializada de lo Penal, 
Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia, incluida la 
remuneración, por el plazo máximo de tres (3) meses".

Ref: Resolución No. PCJ-MPS-014-2023, de fecha 11 de mayo de 2023, expedida por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura.

10 Situación Actual

Dependencia CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

11 Situación Propuesta

Dependencia

Departamento SALA DE LO PENAL, PENAL MILITAR, PENAL Departamento 
POLICIAL Y TRANSITO

Puesto JUEZA O JUEZ DE LA CORTE NACIONAL

Remuneración Unif. 5634 
ard

Partida -

Puesto

Remuneración Unif. 
Lugar de Trabajo 
Partida

12 La persona reemplaza a
Quien cesó en el Cargo con fech Causal

13

Registro Nro 
Fecha

1419
11/may/2023

DAVID Al FIAN URO fl,madodl9i,al"'enle 
UAVIU ALEJA Upo, DAVID ALEJANDRO
GUZMANCRUZ guzm ancru z

Msc David Alejandro Guzman Cruz /
DIRECTOR GENERAL DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA

COKTF NACIONAL DE

JUSTICIA

Certificóla:::'!.

ymk.Mv

UNIDAD ADMINISTRATIVA 
Y TALENTO HUMANO 

ÍJFATIIR/
-A .Olltijl1;

;p. m





REPÚBLICA DEL ECUADOR Nro. 1818-DNTH-2023-JT
FUNCIÓN JUDICIAL I Fecha 30/jun/2023

CONSEJO DE LA JUDICATURA I

1 2

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA I

3
MACIAS FERNANDEZ WALTER SAMNO

Apellidos Nombre
I '
,5 Cédula de 6 Cédula
Indent. i Militar

8 Tipo Acción de Personal Reintegro

9 Explicación
El Msc. David Alejandro Guzmán Cruz, Director General del Consejo de la Judicatura, mediante memorando circular Nc. CJ- 
DG-2023-2101-MC, de 30 de junio de 2023, en cumplimiento a lo resuelto en la sentencia de 27 de junio de 2023. emitida 
or el Juez de la Unidad Judicial Civil con sede en la parroquia de Iñaquito del Distrito Metropolitano de Quito, dentro de la 
~Hón de protección No. 17230-2023-11858, esto es:"(...) 26. Dejar sin efecto la resolución No. PCJ-MPS-014-2023, de 11 

layo del 2023, y en consecuencia disponer que el CONSEJO DE LA JUDICATURA, proceda de manera inmediata a 
reintegrar al accionante: WALTER SAMNO MACÍAS FERNANDEZ, al cargo que ocupaba hasta antes de la emisión de la 
referida resolución que contiene la medida preventiva de suspensión, esto es al cargo de Juez de la Sala Especializada de lo 1 
Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia (...)". en i 
razón de lo cual, se procede al REINTEGRO del precitado servidor a partir del 30 de junio de 2023, conforme a la situación 
actual. REF: Memorando circular No. CJ-DG-2023-2101-MC, de 30 de junio de 2023, acción de protección No. 17230- i 
2023-11858, de 27 de junio de 2023. En atención a la Resolución No. CJ-DG-2023-099. emitida por la Dirección General 
del Consejo de la Judicatura el 30 de mayo de 2023; suscribo la presente acción de personal.

Nro
Fecha

~] 4~
Rige A Partir De 30/jun/2023 

i Rige Hasta _________

7 Certificado de
Votación 

ACCIÓN DE 
PERSONAL

10 Situación Actual 11 Situación Propuesta

Dependencia CORTE NACIONAL DE JUSTICIA [Dependencia

Departamento

Puesto

SALA DE LO PENAL, PENAL MILITAR, PENAL Departamento 
POLICIAL Y TRANSITO

JUEZA O JUEZ DE LA CORTE NACIONAL Puesto

^Remuneración Unif. 5634 
í r de Trabajo QUITO
Partida 2023-010-9999-0000-20-00-000-001-C31 -51 -

05-10-1701-001 -000-0000-129011

Remuneración Unif. 
Lugar de Trabajo 
Partida

12 La persona reemplaza a
Quien cesó en el Cargo con fecha

B ffJjimiia'BiPg^____

I

13 M hirr.riiVm■ai .iíht o HUWM1A.

1

Registro Nro 
Fecha

1818-JT 
30/jun/2023

CORTE NACIONAL PE

JUSTICIA

Certifico 

Lugar.

UNIDADuADMINISTRATlVA 
Y TALENTO HUMANO 

JEFATURA

. Á! . CP L Y1 v[. L.1. t!. jLlv
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ACCIÓN
DE

1
I CORTE NACIONAL DE JUSTICIA 

3
| MACIAS FERNANDEZ

Apellidos
b Cédula de
Indent.

8 Tipo Acción de Persona

REPÚBLICA DEL ECUADOR 
FUNCIÓN JUDICIA 

CONSEJO DE LA JUDICATURA

P

WALTER SAMNO
Nombre

Militar

Destitución

Nro. 2412-DNTH-2023-AG 
Fecha 19/ago/2023

Nro
Fecha

I 4
Rige A Partir De 19/ago/2023 
Rige Hasta

7 Certificado de
Votación 022-0237

9 Explicación
El Pleno del Consejo de la Judicatura, mediante Resolución de 19 de agosto de 2023, a las 10:51h, dentro del 
Expediente Disciplinario No. DS-0299-SNCD-2023-JH, RESOLVIÓ: "11.1 Declarar al magíster Walter Samno Macías 
Fernández, Juez de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen 

janizado de la Corte Nacional de Justicia, responsable de haber incurrido en la infracción disciplinaria tipificada y 
«cincionada en el artículo 109 número 1 del Código Orgánico de la Función Judicial, por el hecho de haber suscrito la 
providencia de 8 de febrero de 2023, encontrándose suspendida la competencia para resolver. 11.2 Imponer al magíster 
Walter Samno Maclas Fernández, por sus actuaciones como Juez de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, 
Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia respectivamente, la sanción 
de destitución de su cargo”.

Ref: Memorando-CJ-DNJ-SNCD-2023-2448-M, Resolución de 19 de agosto de 2023, Expediente Disciplinario No. DS- 
0299-SNCD-2023-JH.

10 Situación Actual 11 Situación Propuesta

Dependencia CORTE NACIONAL DE JUSTICIA Dependencia

Departamento SALA DE LO PENAL, PENAL MILITAR, PENAL Departamento 
POLICIAL Y TRANSITO

Puesto JUEZA O JUEZ DE LA CORTE NACIONAL Puesto

Remuneración Unif.
Lugar de Trabajo 
Partida

12 La persona reemplaza a
Quien cesó en el Cargo con fech Causal

Remuneración Unif. 5634 

l r de Trab
Pe. J da 

13

■Registro Nro 
^echa

2412-AG 
19/ago/2023

DAVID 1
ALEJANDRO ¡KSEEEir. 
GU/MANCRUZ GUMMI, M

Msc. David Alejandro Guzmán Cruz 
DIRECTOR GENERAL DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA

aun* nati ona i.dk

JUSTICIA

UNIDAD ADMINISTRATIVA 
Y TALENTO HUMANO

JEFATURA
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ACCIÓN DE REPÚBLICA DEL ECUADOR Nro. 2680-DNTH-2023-JG
PERSONAL

1

FUNCIÓN JUDICIAL • Fecha 15/sep/2023

1 2 Nro
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA Fecha

3
MACIAS FERNANDEZ WALTER SAMNO

4
Rige A Partir De 15/sep/2023

Apellidos Nombre i Rige Hasta

5 Cédula d
Indent. 

6 Cédula
Militar

7 Certificado de
Votación 022-0237

8 Tipo Acción de Personal Reintegro

9 Explicación
El Msc. David Alejandro Guzmán Cruz, Director General del Consejo de la Judicatura, mediante memorando circular No. CJ- 
DG-2023-3055-MC, de 15 de septiembre de 2023. en cumplimiento a lo resuelto en la sentencia de 14 de septiembre de 
2023, emitida por ia Jueza de la Unidad Judicial de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia con sede en la parroquia 
Éjs'iscal Sucre del Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, dentro de la acción de protección No. 17203- 
^ >-04360, esto em "(. .) a) la restitución a su cargo de Juez de la Corte Nacional de Justicia, (...) se deja sin efecto la 
resolución emitida por el Consejo de la Judicatura en la ciudad el 19 de agosto del 2023 las 10 horas 51 minutos, en razón 
de lo cual, se procede al REINTEGRO del precitado servidor a partir del 15 de septiembre de 2023, conforme a la situación 
actual.
REF: Memorando circular No. CJ-DG-2023-3055-MC, de 15 de septiembre de 2023, acción de protección No 17203-2023- 
04360, de 14 de septiembre de 2023.
En atención a la Resolución No. CJ-DG-2023-099, emitida por la Dirección General del Consejo de la Judicatura e1 30 de 
mayo de 2023: suscribo la presente acción de personal.

10 Situación Actual 11 Situación Propuesta

Dependencia CORTE NACIONAL DE JUSTICIA Dependencia

Departamento

Puesto

SALA DE LO PENAL, PENAL MILITAR, PENAL Departamento 
POL ICIAL Y TRANSITO

JUEZA O JUEZ DE LA CORTE NACIONAL Puesto

Remuneración Unif. 5634 
•de Trabajo QUITO 

Pa. uda  - 

Remuneración Unif. 
lugar de Trabajo 
Partida

12 La persona reemplaza a
Quien cesó en el Cargo con fecha Causal

13

Registro Nro 
Fecha

(i
2680-JG
15/sep/2023

UNIDAD ADMINISTRATIVA 
Y TALENTO HUMANO 

IFFiyTllRA

.....
(H SEP. 2026

Msc.L.uis'Rari.woTvícincayo Córdova * 
DIRECTOR NAOiCÍNAL DE TALENTO HUMANO (S)
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FUNCION JUDICIAL
Juicio No. 17297-2020-02012

0L¿£?
213621907 DFE

JUEZ PONENTE: MACIAS FERNANDEZ WAETER SAMNO, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE)

AUTOR/A: MACIAS FERNANDEZ WALTER SAMNO

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL, PENAL 

MILITAR, PENAL POLICIAL, TRÁNSITO, CORRUPCIÓN Y CRIMEN ORGANIZADO DE

LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, lunes 25 de septiembre del 2023, las 15h03. 

VISTOS. - La Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y 

Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia constituida en Tribunal de casación e integrada 

por la doctora Daniella Camacho Herold, abogado Walter Macfas Fernández y doctor Felipe Córdova 

Ochoa, Jueza y Jueces Nacionales.

Es ponente el señor Juez Nacional Walter Samno Maclas Fernández.

I.- ANTECEDENTES:

1.1.- Con fecha 24 de marzo del 2021, las lOhOO, la jueza de la Unidad Judicial Penal con sede en la 

parroquia Quitumbe del Distrito Metropolitano de Quito, dictó auto de llamamiento ajuicio en contra 

del ciudadano: Rodríguez Tumailli Xavier Iván, por presumirse el cometimiento de la infracción de 

tránsito tipificada en el artículo 379 inciso primero del COIP, y sancionada de conformidad a lo 

previsto en el artículo 153 numeral 3) ibídem.

1.2.- Por sorteo practicado el 04 de mayo del año 2021, se designó a la jueza Leonila del Carmen Celi 

Vivanco, para conocer la etapa de juicio.

Realizada la audiencia de juicio, se emitió decisión judicial el 09 de junio de 2021 (Art. 619 COIP). 

La sentencia se redujo a escrito el 23 de junio de 2021 y declaró la culpabilidad del procesado: 

RODRIGUEZ TUMAILLI XAVIER IVÁN, en calidad de autor directo (Art. 42.1.a) del delito de 

lesiones causadas en accidente de tránsito tipificado en el artículo 379 y sancionado conforme las 

reglas establecidas en el 152 numeral 3) del Código Orgánico Integral Penal. Impuso pena privativa de 

libertad de ocho meses, reducción de 10 puntos en la licencia de conducir y multa de $. 1.066,00 (Mil 

sesenta y seis dólares de los Estados Unidos de Norteamérica). (Art. 70.6 COIP).

Como reparación integral dispuso el pago de $. 1.250,00 (mil doscientos cincuenta dólares de los 

Estados Unidos de Norteamérica), a la víctima Herrera Albán Silvia Marlene, más la suma de $. 400

Firmado por
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FERNANDEZ
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(Cuatrocientos dólares de los Estados Unidos de Norteamérica), por concepto de honorarios 

profesionales.

Por escrito presentado el 28 de junio del 2021, el procesado interpuso recurso de apelación.

1.3. - Mediante sorteo practicado el 30 de julio de 2021 se designó a los jueces de la Sala Especializada 

de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha1.

La audiencia de apelación se desarrolló el 01 de septiembre del 2021, y por unanimidad el tribunal 

Adquem desechó el recurso de apelación interpuesto por el procesado.

El 10 de noviembre del 2021, Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito 

de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, redujo a escrito la sentencia en la que rechazó el 

recurso de apelación interpuesto por el procesado y ratificó la sentencia de la jueza de primera 

instancia.

Por escrito presentado el 18 de noviembre del 2021 a las 14h55, el procesado interpuso recurso de 

casación, el cual fue concedido mediante auto dictado el 24 de noviembre del 2021, las 20h24.

1.4. - El proceso fue recibido en la Corte Nacional de Justicia el 13 de diciembre de 2021; y, mediante 

sorteo efectuado el 17 de diciembre del 2021, se determinó el Tribunal de esta Sala, al que 

corresponde resolver el recurso de casación.

La audiencia de fundamentación del recurso de casación se desarrolló el 01 de febrero del 2023, las 

14h455. El Tribunal de esta Sala escuchó la fundamentación del recurso por parte de la procesada, así 

como la contradicción de los sujetos procesales; luego de la deliberación emitió decisión judicial 

declarando improcedente el recurso.

1.5. - Mediante resolución PCJ-MPS-014-2023, expedida por el Pleno del Consejo de la Judicatura el 

11 de mayo de 2023, a las 10h37 el señor Juez Nacional Walter Macías Fernández, fue suspendido 

temporalmente de sus funciones con Juez de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal 

Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia;

1.6. - Conforme al memorando circular Nro. CJ-DG-2023-2101-MC, de 30 de junio de 2023, suscrito 

por el Msc. David Alejandro Guzmán Cruz, Director General del Pleno del Consejo de la Judicatura y. 

Acción de Nro. 1818-DNTH-2023-JT, de 30 de junio del 2023, el suscrito Juez Nacional, fue

I El órgano judicial quedó integrado por los jueces Lady Avila Freiré en calidad de ponente, Anacelida Burbano 
Játiva y Fabricio Rovalino Jarrín.



reintegrado a sus funciones.

1.7.- Mediante resolución del Consejo de la Judicatura, de fecha 19 de agosto del año 2023, el 

abogado Walter Samno Macías Fernández, Juez Nacional, fue destituido de sus funciones; y, en virtud 

de la aceptación de una garantía jurisdiccional, fue restituido al cargo de Juez Nacional, con fecha 15 

de septiembre del 2023.

II.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA:

En aplicación de lo previsto en los artículos 76 numeral 7 literal k, 167, 168 numeral I, 172, 

178 numeral 1,184 numeral I de la Constitución de la República; 7, 141, 183 numeral 3, 184, 

186 numeral I del Código Orgánico de la Función Judicial; 398, 400, 402, 656 y 657 del 

Código Orgánico Integral Penal, esta Sala es competente para conocer y resolver el recurso de 

casación presentado por la persona procesada.

III.- VALIDEZ PROCESAL:

El recurso se sustanció conforme las normas de procedí miento previstas y aplicables, no se 

aprecia indefensión o vulneración de las garantías constitucionales del derecho al debido 

proceso (artículo 75 y 76 CRE). Se examinó de forma oral que no existe motivo para declarar 

la nulidad procesal; por lo tanto, el proceso es válido y así se lo declara.

IV.- FUNDAMENTACIÓN Y CONTRADICCIÓN DEL RECURSO:

A la audiencia de fundamentación del recurso de casación comparecieron: el procesado Xavier Iván 

Rodríguez Tumailli en calidad de recurrente, asistido profesional mente por la abogada Estefani 

Robles Arias y abogado Luis Yuquilema Yuqilema; la Fiscalía General del Estado, a través de su 

delegado abogado Wilson Espín Rosales; la ciudadana Silvia Marlene Herrera Albán, en calidad de 

Acusadora Particular, asistida profesionalmente del doctor Luis Yugcha y abogada Jenny Yugcha; y, 

el Defensor Público doctor Diego Jaya Villacrés, por los derechos del procesado no recurrente 

Franklin Rodríguez.

4.1.- El procesado por intermedio de la abogada Estefani Robles Arias, señaló:



*14 Procedo con sus indicaciones señor juez, el lugar donde sucede el accidente de tránsito es 

en el carril izquierdo de la avenida Mariscal Sucre sentido norte sur y hay que recalcar que no 

se conecta nunca a este carril con la avenida S25J, como así lo hace con la calle Cusubamba 

que se encuentra al otro lado izquierdo.

Con estos antecedentes procedo a sustanciar el recurso de casación, alegando una indebida de 

la ley, pues el Tribunal venido en grado lo que ha hecho es la errónea interpretación del 

artículo 265 numeral 4, del reglamento para la aplicación de la ley de transporte terrestre, 

tránsito y seguridad vial, este artículo recoge todo lo que son los derechos de los peatones y 

específicamente este numeral nos establece tener derecho de paso en los casos en que tanto el 

peatón como el automotor tengan derecho de vía en una intersección, cuando el automotor 

vaya a girar a la derecha o a la izquierda, y no solo se ha mencionado este artículo, sino que 

también se ha dicho que se ha violentado este derecho de paso formal más de una vez en esta 

sentencia.

Pues la Corte Provincial, los jueces que conocieron esta causa indican en el séptimo que trata 

sobre análisis previo a resolver qué textualmente dice: “ el procesado Rodríguez no obstante 

de encontrarse detenido los vehículos que circulaban en sentido norte sur, por la avenida 

mariscal sucre y calle S25J, adelanta su marcha en forma paralela a los vehículos que se 

encontraron esperando el cambio de luz del positivo luminoso semáforo, y apenas tienen luz 

verde procede a virar hacia la derecha0, situación que está totalmente fuera de la realidad de 

los hechos ,ya que si en algo concordamos la Fiscalía, la supuesta víctima, incluso el 

recurrente el Xavier Iván Rodríguez Tumailli, e incluso me atrevería a decir que los mismos 

peritos que realizaron la reconstrucción del lugar de los hechos y también la reconstrucción 

del accidente de tránsito, señores jueces, nos han dicho que este accidente de tránsito se 

suscitó en la avenida Mariscal Sucre, al lateral izquierdo en sentido norte- sur, más sin 

embargo muchos de nosotros lo que hemos hecho es dar como referencia únicamente la calle 

S25J, que nunca empatan ni termina en el carril izquierdo y la calle S25J.

Esto es una referencia que hemos tomado más bien porque la misma agencia Metropolitana de 

Quito lo que hace es establecer esta avenida Mariscal Sucre, abarca 31 km para ser más 

preciso, también otras partes, como el paramédico Erick David Lasso Aguas que tomó como 

referencia la entrada a Santa Rita, también la calle Cusubamba la cual supongo que la tomó



como referencia porque es una vía más transitada, mucho más comercial que la S25J, sin 

embargo la sentencia venida en grado señores jueces también el señor Iván Rodríguez nos 

dice que ha infringido el supuesto derecho de paso que le asistía a la peatón, aun cuando el 

acontecimiento jamás ocurrió en una intersección, si no lo que lo que ocurrió en el carril 

izquierdo es decir en una recta, por lo que no es correcto que el Tribunal diga que circulaba 

por la avenida mariscal sucre y S25J y mucho menos se diga que procedió a virar hacia la 

izquierda.

Es más, hay una contradicción en el considerando séptimo se hace alusión a las expresiones de 

la pasajera de la señora Maritza, indica que el accidente se produjo a pocos metros de la 

intersección, cuando la víctima se dispuso a cruzar la calzada, señores Jueces, en una parte se 

dice que se hizo el viraje hacia la izquierda, en cambio en otra se dice que el accidente se 

suscitó a pocos metros de la intersección, señores Jueces no es que solo son mis palabras sino 

de las palabras de la señora pasajera, la señora  a pocos 

metros de la intersección, sino que de creerlos ustedes pertinente en sus manos tienen el 

expediente solo bastaran con revisar los informes periciales de reconocimiento del lugar de los 

hechos además así también las planimetrías que se encuentra a fojas 186 y 229 del expediente 

no con la finalidad de analizar la prueba.

Como conocedores del derecho sabemos que el artículo 656 del COIP lo prohíbe 

tajantemente, sino para saber cuál es la zona de impacto, la zona donde suscito el accidente de 

tránsito y si aquella conducta deba o no ser sancionada de acuerdo a lo que establece la ley, 

hay que tomar en cuenta que según el perito quien realizó la diligencia de reconstrucción del 

accidente del tránsito ha indicado que el lugar del accidente de tránsito se encuentra a 60 

metros del semáforo, igualmente el Cabo Christian, quien realizó un reconocimiento del lugar 

de los hechos nos indica en cambio que el accidente ocurrió a una cuadra de la avenida 

Mariscal Sucre.

Igualmente el agente civil de tránsito y el cabo del policía que tomó ese día contacto con el 

accidente de tránsito y con el conductor y la supuesta víctima dicen que el accidente se 

produjo a 50 metros, mientras que el policía nos dice que fue a una cuadra de la avenida 

Cusubamba con ello queda claro que el accidente no se desarrolló en una intersección sino en 

un recta en el carril izquierdo y vuelvo a recalcar el carril izquierdo si colinda y termina en T 

con la avenida Cusubamba pero a 60 metros donde ocurrió el accidente de tránsito, jamás el



carril izquierdo con la S25J termina en T, por ello lo que se debería hacer es aplicar los 

artículos 199 de la Ley de Transporte Terrestre Tránsito y Seguridad Vial, específicamente su 

literal d), que establece cuáles son las obligaciones también de los peatones y nos dice cruzar 

en las calles por los cruces cebras.

Así mismo en concordancia con el artículo 266 de la Ley del Reglamento para la Aplicación 

de la Ley de Tránsito, específicamente en los numerales 3 y 5, en el numeral 3 dice abstenerse 

de cruzar la calle en forma diagonal, así como intempestivo temerariamente y el numeral 5, 

nos dice abstenerse de transitar por la vía pública en las que la infraestructura pone en riesgo 

su seguridad, pues según lo explicó el mismo perito Cristian nos dice que la avenida Mariscal 

Sucre al tener un alto flujo vehicular, y al no existir un corte en el parterre central y en los 

nudillos que tiene la calzada no le permiten a la peatón realizar un cruce seguro de la vía, por 

lo expuesto señores jueces y al existir ciertas contradicciones una de ellas las exhibido en el 

considerando que se hizo el viraje o el accidente ocurrió a pocos metros de la intersección.

Existe también una falta de motivación, de la sentencia esto amparado en el Art. 67 numeral 7 

de la Constitución, esta sentencia no tiene una explicación ordenada, razonable, lógica, 

comprensible, entre criterios valorativos las normas y principios que se emplearon para llegar 

a esta sentencia condenatoria en contra del Xavier Iván Rodríguez Tumailli, en virtud de lo 

puesto y debidamente que ha sido fundamentada por esta defensa técnica, solicito a ustedes 

señores jueces de este Tribunal, que por haberse violado la ley ya que exista una indebida 

aplicación de la ley y también una falta de motivación de la sentencia venida en grado, dicten 

en su lugar otra que ratifique e estado de inocencia del Xavier Iván Rodríguez Tumailli'/í °

4.2.- El delegado de la señora Fiscal General del Pistado:

Inició su intervención indicando que el recurrente no ha observado los principios básicos del recurso 

de casación, toda vez que ha alegado al mismo tiempo indebida aplicación y errónea interpretación, 

así mismo el recurrente no ha individualizado la sentencia que está recurriendo; Refiere que el 

recurrente pretende que el Tribunal realice una revalorización de la prueba y modifique el escenario 

fáctico, hecho que es prohibido realizarlo en sede de casación.

Respecto de la falta de motivación, indica que el recurrente ha realizado una alegación genérica, por lo 

que no se ha dado cumplimiento al principio de debida fundamentación, por cuanto no existió una



pretensión expresa alegada. Finalmente solicitó que la sentencia de segunda instancia sea confirmada 

en todas sus partes.

4.3. - La Acusadora Particular, por intermedio del doctor Luis Yugcha:

En lo principal refirió que el recurrente ha vulnerado el principio de no debate de instancia, pues su 

alegato ya lo hizo en primera y segunda instancia. Y que la pretensión del recurrente es que el delito 

de tránsito quede en la impunidad.

4.4. - El defensor público a nombre del procesado no recurrente:

Manifestó que a su representado no se le ha vulnerado ningún derecho dentro de la presente audiencia, 

por tanto, no tiene nada que alegar.

4.5. - Derecho a la réplica:

Únicamente manifestó que no está queriendo que se practique prueba.

4.6. - Derecho a la última palabra del recurrente Xavier Iván Rodríguez Tumailli:

" !4 Lo que ha manifestado doctor está correcto, los fundamentos que tiene ella están claros a 

lo que sucedió, más lo único que podría decir es que estamos por la inocencia nada más‘A 0

V.- FUNDAMENTOS DE DERECHO:

La observancia del trámite propio de cada procedimiento y del juez competente constituye garantías 

del debido proceso (Art. 76.3 CRE). En el ámbito de la administración de justicia, el trámite propio 

consiste en la regulación prevista en la ley sobre la estructura del proceso; y, la competencia es la 

adscripción de la facultad de un órgano para conocer y resolver un asunto.

La Corte Constitucional ha señalado que esta norma constitucional determina que las “facultades 

jurisdiccionales estén reconocidas previamente en la ley, y en obediencia al trámite procesal 

correspondiente.0 (Destacado nos pertenece)2 3; que “tutela \'A ] una dimensión objetiva, atinente a la 

conservación de la estructura del proceso.0, precisando que se encuentran previstas en “normas 

adjetivas, en cuanto son aquellas las que regulan la forma en que las autoridades participan de la 

jurisdicción, y el trámite de los distintos procesos que dichas autoridades conocen03, permite “hacer

2 Sentencia No. 2504-16-EP/21, de 5 de mayo de 2021.
3 Sentencia No. 2706-16-EP/21, de 29 de septiembre de 2021.



previsible para las partes procesales la aplicación de la norma adjetiva04; y, que los asuntos deben 

sustanciarse con arreglo a los procedimientos establecidos5.

La aplicación de las normas procesales está orientada a garantizar la regularidad y previsibilidad de la 

sustanciación del proceso judicial. El régimen de impugnación va delimitando el ámbito de debate 

procesal, así como la facultad de decisión del juez.

Otra garantía del debido proceso es el derecho a recurrir el fallo (Art. 76.7.m CRE), norma que 

reconoce la posibilidad de cuestionar una decisión; no obstante, esto no significa que sea posible 

impugnar cualquier decisión o que el recurso verse sobre cualquier aspecto, ya que el derecho a 

recurrir es de libre configuración del legislador'1. La jurisprudencia constitucional ha señalado que 

“una de las restricciones al derecho a recurrir viene dada por la naturaleza de los diferentes 

procesos, como también por la propia naturaleza del medio de impugnación que se pretende 

ejercitar.07 (Cursiva nos corresponde).

Por ello, el trámite aplicable al recurso, la naturaleza y límites del medio de impugnación y 

ámbito de decisión del órgano jurisdiccional se encuentran previsto en la ley. El legislador 

prescribe: a La administración de justicia ordinaria se desarrolla por instancias o grados. La 

casación y la revisión no constituyen instancia ni grado de los procesos, sino recursos 

extraordinarios de control de la legalidad y del error judicial en los fallos de instancia.0 

(Énfasis fuera del texto, Art. 10 COFJ); es decir, se trata de un medio de impugnación 

extraordinario y su objeto queda delimitado al control de legalidad. La ley precisa la 

naturaleza y objeto del recurso de casación como parte del principio de unidad jurisdiccional 

y gradualidad.

El Código Orgánico Integral Penal establece: ‘ El recurso de casación es de competencia de la Corte 

Nacional de Justicia y procederá contra las sentencias, cuando se haya violado la ley, ya por 

contravenir expresamente su texto, ya por haber hecho una indebida aplicación de ella, o por haberla 

interpretado erróneamente® (Énfasis añadido, Art. 656).

4 Sentencia No. 168-I9-EP/2I, de 16 de junio de 2021.
5 Sentencia No. I478-I7-EP/22, de 15 de junio de 2022.
6 Sentencias de la Corte Constitucional No. 003-10-SCN-CC, de 25 de febrero de 2010; No. 045-15-SEP-CC, de 
25 de febrero de 2015; No. I802-I3-EP/19, de 20 de agosto de 2019, entre otras. También nos hemos 
pronunciado en ese sentido en el proceso No. 01283-2018-01637, sentencia de 7 de febrero del 2022.
7 Sentencia No. I74I-14-EP/20, de 27 de mayo de 2020.



El recurso de casación se limita a la sentencia dictada por la última instancia ordinaria. Si bien, 

nuestro proceso penal tiene previsto diferentes etapas procesales donde se adoptan decisiones y dos 

instancias, el recurso de casación no permite el control de todas las decisiones dictadas en el proceso, 

sino únicamente la dictada por la Sala de apelación.

También debemos señalar que no cualquier aspecto puede ser objeto del recurso de casación, pues 

conforme su regulación procesal este medio de impugnación se limita a la violación de la ley, esto es, 

la infracción de derecho ocurrida en el último fallo ordinario. En ese sentido, el recurso de casación no 

es un mecanismo de control de la integridad del proceso.

Por otra parte, la sustanciación de los procesos se desarrolla mediante el sistema oral 

conforme los principios de concentración, contradicción y dispositivo (Art. 168.6 CRE). La 

ley determina que a [l]as juezas y jueces resolverán de conformidad con lo fijado por las 

partes como objeto del proceso [V* ]° (Art. 19 COFJ); y, en aplicación del principio 

dispositivo, la parte recurrente tiene una carga relacionada con el planteamiento de las 

cuestiones que corresponde resolver, lo cual se deriva de los argumentos expresados 

oralmente.

Además, la garantía de trámite propio de cada procedimiento remita a las normas procesales 

específicas, las cuales determinan que a el recurso se sustanciará y resolverá en audiencia que 

se realizará dentro del plazo de cinco días contados desde la convocatoria. El recurrente 

deberá fundamentar su pretensión [V4 ]° (Cursiva nos pertenece, Art. 657.3 COIP).

La fundamentación es un presupuesto esencial de la impugnación; y, comprende una cuestión 

de contenido que sirve de sustento a la pretensión de la parte recurrente; al ser formulado en 

audiencia es objeto de contradicción y delimita el ámbito de decisión o del control que debe 

ejercer esta Sala.

Debido a que el recurso de casación es un medio de impugnación extraordinario, para que sea posible 

diciar una sentencia de fondo, la parte recurrente debe exponer al menos lo siguiente: (i) Identificar la 

decisión impugnada; (ii) Señalar una norma sustantiva que considere violada por el fallo impugnado;

(iii) Especificar la modalidad en que ha ocurrido la violación, teniendo presente que son autónomas;

(iv) Expresar argumentos o razones orientadas a sustentar el error de derecho.

En ese sentido, en decisiones previas hemos declarado que no se fundamenta el recurso al exponer



discursos genéricos, argumentos confusos o realizar afirmaciones como que el error resulta evidente; 

también hemos dicho que resulta insuficiente limitarse a mencionar normas, así como que la parte 

recurrente debe exponer una argumentación o raz.ones tendientes a demostrar cómo se ha producido la 

infracción de derecho, siendo insuficiente la inconformidad8 9.

Previo a profundizar el análisis de la fundamentación del recurso, resulta necesario dar contestación a 

la alegación por falta de motivación, expuesta por la defensa del procesado, misma que la procedemos 

a resolver en los siguientes términos:

5.1.- Vulneración del derecho a la motivación por la sentencia impugnada:

La Constitución de la República señala:

Art 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones [Va ]

7. El derecho a la defensa [Va ]

L. Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 

motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que 

se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los 

actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente 

motivados se considerarán nulos.

El Tribunal tiene claro que la vulneración de una garantía constitucional no constituye 

propiamente un cargo del recurso de casación; sin embargo, ello no implica que la parte 

recurrente pueda limitarse a afirmar que se violó dicha garantía.

Esta Sala ha señalado de forma reiterada que no existe obligación de “efectuar un control 

automático e íntegro de la decisión0 impugnada, siendo necesaria una “carga argumentativa09, 

así como que la afirmación de su vulneración no determinan que el órgano judicial tenga la 

obligación de revisar la sentencia impugnada para descartarla10. Resulta insuficiente la 

invocación de la norma constitucional, exponer afirmaciones genéricas o referirse a los 

supuestos de vulneración determinados por la norma constitucional.

En el mismo sentido, la Corte Constitucional ha indicado que “la carga de la argumentación

8 Procesos No. 09285-2018-01420, sentencia de 20 de mayo de 2022; No, 24281-2020-01276, sentencia de 24 
de mayo de 2022; No. 15281-2018-00382, sentencia de 20 de junio de 2022, entre otras.
9 Proceso No. 01100-2019-00003, sentencia de 18 de junio de 2021.
10 Procesos No. 24281 -2021 -00008, sentencia de 6 de octubre de 2022; No. 09281-2016-01428, sentencia de 7 
de octubre de 2022, entre otras.



la tiene quien afirma que la garantía de la motivación ha sido transgredida0 ", así como que el 

mero señalamiento sobre la falta de motivación no implica quea el órgano jurisdiccional tiene 

el deber de auditar la totalidad012 de la decisión, para confirmar o rechazar la vulneración.

En el presente caso, hacemos notar que la defensa del procesado se refirió a la falta de motivación, 

como parte del argumento ¿si cabe el término± de la fundamentación del recurso interpuesto, para 

luego referirse a que la sentencia no tiene una explicación ordenada, razonable, lógica y comprensible, 

haciendo mención al test de motivación, hay que recordarle al recurrente que la Corte Constitucional 

se alejó de forma explícita de su jurisprudencia relativa al test de motivación 11 12 l3, estableciendo nuevas 

pautas jurisprudenciales de la garantía de motivación.

Al respecto ha señalado, que una argumentación jurídica es suficiente, cuando cuenta con una 

estructura mínimamente completa, es decir, se encuentre integrada por: i) una fundamentación 

normativa suficiente; y, i¡) una fundamentación fáctica suficiente.

Esto quiere decir, que la decisión debe contener la enunciación y justificación de las normas y 

principios jurídicos en que se funda la decisión, así como la justificación de los hechos dados por 

probados en el caso.

Por lo cual, para resolver si una decisión objeto del recurso de casación vulneró esta garantía, la 

defensa del recurrente debió proporcionar al menos un fundamento que permita identificar, por qué el 

fallo dictado por la Sala de Apelación adolece de deficiencia motivacional; y también, señalar en qué 

tipo básico de deficiencia motivacional habría incurrido: i) inexistencia; ii) insuficiencia; o, iii) 

apariencia. Ello no ocurrió en el presente caso.

No corresponde a esta sala, entrar a analizar cada uno de los tipos básicos de deficiencia motivacional 

señalados por la Corte Constitucional, menos aún, cuando ni siquiera fueron mencionados en el 

discurso casacional.

De la fundamentación realizada por el recurrente, se puede determinar que su pretensión 

radica en que este tribunal se pronuncie respecto de alegaciones genéricas, referentes a que la 

sentencia no tiene una explicación ordenada, razonable, lógica, comprensible, entre criterios 

valorativos, las normas y principios que se emplearon para llegar a la sentencia condenatoria.

11 Ibídem, párr. 100.
12 Ibídem, párr. 150.
13 Sentencia No. 1158-17-EP/21, de fecha 20 de octubre del 2021.



sin al menos señalar por qué considera que existen deficiencias en la motivación del fallo 

recurrido, es una suerte de simple enunciación.

Bn el mismo sentido advertimos que la defensa, desconoce los efectos de la declaratoria de la 

vulneración de este derecho, pues al alegar este cargo constitucional, debe tener suficiente 

claridad como para entender que el efecto, en caso de aceptar este cargo, es la nulidad 

constitucional de la decisión impugnada, hecho que no fue solicitado, limitándose únicamente 

a solicitar que se ratifique el estado de inocencia.

Con frecuencia las defensas que patrocinan recursos de casación no sólo olvidan la naturaleza 

del recurso extraordinario, sino que prescinden de una elemental lógica argumentativa. El 

recurso en su integral idad debe estar respaldado sobre una fundamentación que constituya un 

todo orgánico y no integrarse por diversos cargos planteados en una especie de azar que se 

formulan con la finalidad dea aventurarse" para ver que procede.

No le corresponde a este Tribunal suplir esta deficiencia en la alegación planteada por la 

defensa y, corresponde rechazarla.

Una vez que se ha analizado el cargo referente a la falta de motivación, nos corresponde continuar con 

el análisis del planteamiento deficiente del recurso.

5.2.- Falta de fundamentación de la pretensión del recurrente:

Entre las funciones de la Corte Nacional de Justicia, le corresponde conocer el recurso de 

casación (Art. 184.1 CRE). La calidad de máximo órgano de justicia ordinaria (Arts. 178.1 y 

168.3 CRE), no permite que sus Salas puedan resolver cualquier cuestión; mucho menos, el 

ejercicio de jurisdicción originaria para juzgar directamente los hechos, tampoco resulta 

viable controlar o corregir cualquier aspecto del proceso.

La aplicación de la garantía de observancia de trámite propio de cada procedimiento y la 

naturaleza del derecho a recurrir determina la obligación de aplicar las normas que regulan la 

configuración del recurso para establecer su naturaleza y límites.

De acuerdo a la ley penal se determinan tres formas de error de derecho (Art. 656 COIF). La 

contravención expresa que implica la falta de aplicación de la norma que debía aplicarse en el caso, 

de manera que la decisión excluye la norma pese a que resulta aplicable a hechos fácticos; la



indebida aplicación ocurre cuando la decisión impugnada aplica una norma que no se encuentra 

prevista para el hecho que se juzga, es decir, se hace una falsa adecuación de los hechos probados a 

los supuestos que contempla la disposición normativa; y, la errónea interpretación comprende el 

otorgar a una norma jurídica un alcance que no corresponde, es la equivocación del juzgador al 

determinar el significado de la norma que aplica. Los modos o formas de violación son autónomas y 

exciuyentes.

En el presente caso la defensa del procesado afirmó que procede a sustanciar el recurso de casación 

alegando una “indebida de la ley°, -esta Sala entiende que el cargo casacional que pretendió 

fundamentar, es el de indebida aplicación de la ley-; Para luego señalar que el Tribunal venido en 

grado lo que ha hecho es la errónea interpretación del artículo 265 numeral 4 del reglamento para la 

aplicación de la ley de transporte terrestre, tránsito y seguridad vial y finalmente señalar que se 

ratifique el estado de inocencia de su defendido por haberse violado la ley ya que existe una indebida 

aplicación de la ley.

La falta de claridad en los argumentos y la falta de técnica casacional, no le ha permitido al recurrente 

cumplir con los principios del recurso de casación (autonomía, taxatividad y trascendencia). Toda vez 

que no se ha desarrollado una fundamentación adecuada de ninguno de los dos cargos invocados, más 

allá de observarse inconformidad con los hechos probados.

En este escenario, es necesario indicar que la naturaleza del recurso de casación también determina 

que el recurrente efectúe planteamientos autónomos, pues el error de derecho tiene una naturaleza 

propia y se enmarca dentro de unos supuestos concretos. Además, debe tenerse presente que las 

normas regulan situaciones específicas; de manera que, plantear indistintamente diferentes 

modalidades de error sobre un mismo artículo o una alegación idéntica sobre distintas normas no solo 

lleva a la desestimación del planteamiento específico, sino al rechazo de la impugnación.

Como ya hemos indicado, el recurrente a través de su defensa técnica, inició la fundamentación del 

recurso, alegando un cargo casacional de indebida aplicación de la ley, esta Sala advierte que el 

recurrente, únicamente se limitó a enunciar el cargo, sin identificar la norma indebidamente aplicada 

por el tribunal Adquem, así como tampoco construyó una proposición jurídica completa, indicando la 

norma que consideró debió haberse aplicado.

Acto seguido, manifestó que el Tribunal ha cometido una errónea interpretación del art. 265 numeral 4 

del Reglamento a la Ley de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, sin embargo, y pese a 

haber indicado la norma presuntamente infringida por el Tribunal de segunda instancia, su



intervención únicamente se limitó a mostrar disconformidades con ios hechos probados, inclusive en 

parte de su discurso casacional, solicitó a este tribunal “revisar los informes periciales0, hecho que 

como se ha manifestado en múltiples ocasiones, está vedado en sede casacional.(Art. 656 inciso final 

COIP).

Así las cosas, es claro que el recurrente, tampoco dio cumplimiento al principio de trascendencia, pues 

en su discurso no explicó la influencia que habría tenido el presunto error de derecho invocado en la 

parle dispositiva de la decisión impugnada.

En definitiva, podemos concluir que la defensa, desconoce el alcance y las limitaciones del recurso de 

casación, así como también la técnica casacional, pues no solamente omitió indicar la sentencia 

recurrida, sino que señaló dos cargos casacionales distintos sobre los mismos hechos y finalmente en 

su fundamentación, señaló inconformidades con los hechos declarados probados.

Por todo lo analizado, corresponde rechazar el recurso de casación, al ser improcedente.

VI.- DECISIÓN:

Por las consideraciones expuestas, conforme lo dispuesto en el artículo 358 del Código de 

Procedimiento Penal, la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, 

Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia, ADMINISTRANDO JUSTICIA 

EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA 

CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, declara improcedente el recurso de 

casación interpuesto por el procesado; y, dispone que se devuelva el proceso al órgano jurisdiccional 

de origen para su ejecución. HACÍASE SABER.

MACIAS FERNANDEZ W A ETER SAMNO

JUEZ NACIONAL (PONENTE)
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la cual reposa en el expediente No. DS-0535-SNCD-2023-JH, a excepción de las fojas 1-12, 14, 16, 18, 20,
22, 23, que son copias simples; la foja 13 que contiene una razón original de recepción; las fojas 33 a 36, 39,
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03 de septiembre de 2026.
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